
¡Levantar las sanciones contra Corea! 
¡Manos imperialistas EE.UU. fuera! ¡No a actos de piratería!
¡Fuera de península de Corea todas las tropas, armas EE.UU.! 

Reuters/You Sung-Ho

Manifestantes exigen fin a las amenazas de Washington contra Corea, el 13 de octubre, 
en Seúl, Corea del sur,  un día antes de imponer brutales sanciones contra el norte.
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por jacquie henderson
HOUSTON, 16 de octubre—“Esta-

mos recibiendo bastante apoyo de otros 
trabajadores del área en nuestra línea 
de piquetes”, dijo Joe Wyatt al Militante 
en una entrevista telefónica hoy. Wyatt, 
un obrero del caucho en la planta de 
la Goodyear Tire and Rubber Co., en 
Tyler, Texas, es el director del boletín 
informativo The Stretch del Local 746L 
del sindicato del acero USWA. El local 
cuenta con casi mil miembros en esa 
planta.

Los obreros en esta planta son parte 
de los 15 mil empleados de Goodyear 
que salieron en huelga el 5 de octubre 
en 12 plantas de Estados Unidos y 
cuatro fábricas en Canadá. Las plantas 
en Estados Unidos se encuentran en 
los estados de Alabama, Kansas, Ohio, 
Nebraska, Nueva York, Carolina del 
Norte, Tennessee, Texas, Virginia y 
Wisconsin. Los trabajadores salieron 
en huelga para oponerse al intento de la 
compañía de recortar salarios, eliminar 
prestaciones de salud a los jubilados e 
imponer otras concesiones.

“El pasado jueves [12 de octubre] más 
de una docena de sindicalistas de otras 
plantas se sumaron a nuestra línea de 
piquetes”, dijo Wyatt. “Todos los días 
nos visita gente para brindarnos su apoyo. 
Nos traen donativos de todo tipo”.

“Pero la compañía no ha cedido 
nada”, dijo, dando a entender que esta 
puede ser una larga lucha.

Además de los recortes salariales y a 
las prestaciones, Goodyear, la manufac-
turera de llantas más grande de Estados 
Unidos, está amenazando con cerrar va-
rias plantas, incluso la ubicada en Tyler.

“Mantenemos nuestra línea de piquetes 
las 24 horas, 7 días de la semana” dijo 
Wyatt. “Pedimos solidaridad. No pode-
mos permitirles que ganen esta”.

❖

Por John Steele
COLLINGWOOD, Ontario, 14 de 

octubre—Durante una visita a la línea de 
piquetes en la planta de mangueras de la 
Goodyear aquí, a dos horas de distancia 
al norte de Toronto, los huelguistas dije-
ron al Militante que en una reunión sin-
dical el 11 de octubre, a la que asistieron 
casi todos los 200 miembros del Local 
834 del sindicato del acero USWA, los 
trabajadores rechazaron unánimemente 
la “oferta final” de la compañía.

En una reunión realizada por los 
huelguistas en la planta de la Goodyear 
cerca de Owen Sound, donde se fabri-
can bandas, el voto fue similar según 
los obreros.

Los huelguistas dijeron que los pa-
trones están exigiendo un recorte de 
3.5 dólares por hora, y buscan reducir 
el salario inicial a 12 dólares por hora y 
eventualmente bajar todos los salarios 
a ese nivel. También en la tabla de picar 
se encuentran los ajustes al aumento 
del costo de vida y el sistema de anti-
güedad existente en la planta.

Por Argiris Malapanis  
y Roger Calero

HATO EL CHARCOTE, Venezuela, 7 
de octubre—“El ganado de la compañía 
inglesa que antes destruía nuestros cul-
tivos y sus campovolantes ya se fueron”, 
dijo Ferboss Quintero, un campesino 
quien cultiva una parcela de tierra en 
este antiguo rancho ganadero.

“Tuvimos mejor producción este año”, 
dijo, apuntando hacia las matas llenas de 
lechosa y florecientes matas de maíz, pi-
mienta y yuca. “Pero todavía ninguno de 
nosotros tiene carta agraria. No hemos 
visto un centavo de los créditos prome-
tidos. Todavía no tenemos electricidad. 
Y la única agua potable que tenemos es 
la que sacamos a mano de los pozos que 
hemos cavado”.

Ferboss y Ana Julia Quintero cultivan 
15 hectáreas de tierra situadas en la parte 
norte del Charcote, un rancho de 11 960 
hectáreas en el municipio Rómulo Galle-
gos, aproximadamente a 15 kilómetros al 

POR Steve Warshell
HOUSTON—Unos 100 trabajadores 

indocumentados de la cadena Café Ex-
press en Houston y en otras dos ciudades 
de Texas entablaron una demanda legal 
contra la cadena de restaurantes y contra 
la firma de abogados Boyar & Miller 
P.C. de Houston por negligencia, incum-
plimiento de deber fiduciario, fraude y 
otros cargos. Según la demanda iniciada 
por los trabajadores el 15 de septiembre, 
fueron despedidos por Café Express por 
no tener estatus de residencia permanen-
te en el país. 

Café Express había establecido con las 
autoridades de inmigración un programa 
de patrocinio a través del cual el restau-
rante y la firma legal Boyar & Miller 
presentarían solicitudes de ciudadanía 
para los empleados. A cambio, la com-
pañía descontaría 25 dólares semanales 
de los cheques de los trabajadores para 

cubrir los gastos legales.
En julio, Café Express envió una carta 

a Jamie Chávez, el principal demandante, 
quien trabajaba en uno de los restaurantes 
en el área de Dallas, y a otros trabajadores 
diciendo que sus solicitudes no pudieron 
ser completadas exitosamente. Según 
documentos de la corte, los trabajadores 
también fueron informados que al menos 
que puedan comprobar que habían pre-
sentado solicitudes por su propia cuenta 
antes del 30 de abril de 2001, serían 
despedidos el 15 de septiembre.

Los trabajadores están pidiendo com-
pensación por daños por el dinero deduci-
do de sus cheques salariales, al igual que 
salarios de por vida y costos legales. La 
demanda también pide compensación por 
daños especiales dado que los trabajado-
res ya no pueden recibir la residencia en 
Estados Unidos, previniéndoles poderse 
hacer ciudadanos de Estados Unidos.

por olympia newton
En una importante victoria diplomá-

tica para Washington, el Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas aprobó 
unánimemente el 14 de octubre imponer 
sanciones drásticas y la inspección de 
todo cargamento que tenga como destino 
o punto de partida la República Popular 
Democrática de Corea (RPDC).

La resolución “no se puede interpretar 
más que como una declaración de gue-
rra”, dice una declaración del Ministerio 
de Relaciones Exteriores de la RPDC. 
La RPDC “desea la paz pero no le tiene 
miedo a la guerra”.

La resolución invoca al Capítulo VII de 
la Carta de Naciones Unidas que permite 
la “aplicación” de sus provisiones a través 

de acciones militares o del rompimiento 
de relaciones diplomáticas. Una cláusula 
previniendo una acción militar inmediata 
bajo la bandera de Naciones Unidas 
ayudó a asegurar que Moscú y Beijing 
aprobaran la resolución. La resolución 
fue preparada por Washington después 
de que el gobierno norcoreano anunciara 

Instamos al pueblo trabajador a que 
demande que se levanten las sanciones, 
que recientemente impuso el Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas, 
preparadas por Washington, contra 
Corea del norte y que no se realicen las 

“inspecciones” de cargamentos norco-
reanos. Debemos demandar: ¡Retirar 
todas las tropas y armas norteameri-
canas de la Península de Corea! 

Como explica la resolución del Co-

mité Nacional del Partido Socialista de 
los Trabajadores emitida el 11 de octu-
bre y publicada en el número anterior, 

“Con unas 10 mil ojivas en su arsenal 
nuclear y buques de guerra dotados de 
armas nucleares en el Pacífico, es Was-
hington quien representa el peligro de 
aniquilación nuclear para los pueblos 
de Asia y del mundo. Es el gobierno 
norteamericano, y no la República Po-
pular Democrática de Corea (RPDC) 
quien ha iniciado ya el quinto año de 
guerra en Afganistán y se acerca a su 
cuarto año de combate en Iraq.

“Y son Washington y sus aliados 
los que, durante el último lustro, con 
la Iniciativa de Seguridad contra la 
Proliferación (PSI) dirigida por el go-
bierno norteamericano, han impuesto 
su ‘derecho’ de abordar barcos y con-
fiscar cargamento —de realizar actos 
de piratería en altamar— contra todo 
país que los imperialistas cataloguen 
como ‘nación forajida’. La demanda 
de Washington de ‘inspeccionar’ los 
cargamentos que entren o salgan de 
Corea del norte —en la práctica un blo-
queo naval, acto bélico según cualquier 
norma— incrementa el peligro de que 
también se efectúen ataques militares 
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Tarifas de suscripción y  
dónde encontrarnos

En la página 2 aparecen las tarifas de suscripción.

El directorio de la página 8 indica dónde 
hallar distribuidores del Militante y de Nueva 
Internacional, así como una gama completa de 

libros de Pathfinder.

Aprueban sanciones
Viene de la portada
el 8 de octubre que había probado una bomba atómi-
ca. 

La resolución ordena a Pyongyang a que abandone 
todos sus “ programas nucleares existentes” y sus pro-
gramas de armamentos “de una manera completa, veri-
ficable e irreversible”. También prohíbe la importación 
y exportación de materiales o equipos que puedan ser 
usados para fabricar armas nucleares, misiles balísticos, 
equipo militar pesado, refracciones y materiales consi-
derados de lujo. Ordena a todos los estados miembros 
a que congelen los fondos y otros activos financieros y 
prohíbe viajar a cualquier individuo acusado de apoyar 
el programa de armamentos norcoreano, así como a 
sus familiares.

“La RPDC rechaza totalmente esta resolución injus-
tificable”, dijo Pak Gil Yon, el embajador de Corea del 
norte ante Naciones Unidas, inmediatamente después 
del voto en el Consejo de Seguridad. Acusó al Conse-
jo de Seguridad “de actuar de un modo gangsteril al 
adoptar una resolución coercitiva mientras que ignora 
la amenaza nuclear y acciones para imponer  sanciones 
y presiones de Estados Unidos contra la RPDC”, dijo 
Pak, quien abandonó la sala del Consejo.

Beijing inicia inspecciones
“Esta es una resolución bajo el Capítulo VII, Artículo 

41 y por lo tanto debe de ser implementada”, dijo Wang 
Guangya, el embajador de China ante la ONU el 16 de 
octubre. Wang había dicho inmediatamente después del 
voto que su gobierno no implementaría la inspección de 
cargamentos. Pero al día siguiente, agentes de aduana 
chinos estaban deteniendo e inspeccionando camiones 
con destino a Corea del norte en la ciudad fronteriza 
de Dandong.

“Inspecciones sí, pero esto es diferente que las inter-
cepciones o las prohibiciones”, dijo Wang.

La RPDC recibe el 70 por ciento de sus alimentos y 
combustible de China, su principal socio comercial.

El New York Times informó el 16 de octubre que 
algunos bancos chinos cercanos a  la frontera con Corea 
del norte habían empezado a rechazar envíos de dinero 
en efectivo desde y hacia la RPDC. En julio, el Banco 
de China congeló fondos pertenecientes a Corea del 
norte. En octubre de 2005 Washington había puesto 
en lista negra a ocho firmas comerciales norcoreanas 
acusándolas de falsificar dólares para Pyongyang. 
Bancos de Vietnam, Japón y Singapur han hecho lo 
mismo. Las medidas combinadas han eliminado casi 
por completo el acceso de Pyongyang a divisas y por 
lo tanto su acceso al comercio.

Choo Kyu-ho, vocero del ministerio del exterior de 
Corea del sur, dijo el 16 de octubre que su gobierno 
continuaría con las empresas comerciales conjuntas 
que tienen con Pyongyang. Mientras Seúl ha prometido 

“aplicar fielmente” la resolución del Consejo de Seguri-
dad, dijo Choo,  “juzgamos que el contenido…no afecta 
directamente los programas de cooperación económica 
entre las dos Coreas”.

La Secretaria de Estado Condoleeza Rice inició hoy 
una gira a Japón, China, Corea del sur y Rusia. Ade-
más de aumentar el aislamiento de Pyongyang, la gira 
busca consolidar una coalición de socios confiables 
al imperialismo estadounidense en la región para sus 
medidas bélicas contra la RPDC y más allá.

El secretario adjunto de estado norteamericano 
Christopher Hill dijo el 15 de octubre que Washington 
usaría la resolución de la ONU para explorar la forma-
ción de una “alianza” de seguridad en Asia paralela a la 
OTAN. Washington cree que “podemos llegar más allá 
de establecer la paz en la Península de Corea solamente, 
llegar también a la creación de algunas estructuras 
multilaterales”.

“Por fin tenemos la coalición de estados correcta para 
ejercer una presión inmensa sobre Corea del norte para 
que revierta su curso”, dijo Rice en una entrevista con 
Fox News Sunday.

Campaña patronal por ganancias mata a 
40 mineros del carbón en EE.UU. en 2006

terrestres contra la RPDC”.
De manera hipócrita, Washington, el único go-

bierno del mundo que ha usado las armas nucleares, 
se está aprovechando de la prueba nuclear realiza-
da por Corea del norte para ensamblar una nueva 

“coalición de los dispuestos”, que se extienda desde 
Tokio a Seúl, Beijing, Moscú y por toda Europa. 
Como parte de la “guerra larga” de los gobernantes 
norteamericanos, Washington tratará de usar esta 
coalición para revertir la derrota que sufrieron los 
ejércitos imperialistas en Corea en 1953.

Como dice la declaración del Comité Nacional del 
PST, solo unas semanas después de haber lanzado 
bombas atómicas contra el pueblo de Japón en 1945, 
los gobernantes norteamericanos con un descarado 
desprecio hacia la soberanía nacional de Corea, divi-
dieron al país en dos, con la complicidad del régimen 
estalinista en Moscú y partidos estalinistas por todo 
el mundo. “En el norte, los trabajadores y campesinos 
profundizaron las movilizaciones revolucionarias que 
se habían propagado por toda la península al final de la 
Segunda Guerra Mundial; así realizaron una reforma 
agraria radical, expropiaron a los capitalistas y latifun-
distas y crearon un estado obrero.

“En 1950 Washington invadió Corea del norte bajo 
la bandera de la ONU en un intento de destruir la 
RPDC y asestar golpes contra la revolución que se 
desarrollaba en China. El gobierno norteamericano 
no solo amenazó con usar armas nucleares durante 
la guerra de Corea, sino que arrasó —literalmente 
arrasó— el norte y lo incendió con bombardeos. Sin 
embargo, ya para 1953 los invasores dirigidos por 
Washington habían sido repelidos hasta el paralelo 
38 por las fuerzas combinadas de soldados coreanos 
y chinos, propinándole al imperialismo norteameri-
cano la primera derrota militar en su historia”.

La meta de las sanciones recién impuestas es usar el 
hambre para forzar al pueblo coreano a la sumisión, y 
si falla esto, preparar el terreno para una futura acción 
militar cuyo objetivo final es reestablecer el capitalismo 
en Corea del norte y el resto de Asia. 

El pueblo coreano conoce bien las atrocidades come-
tidas bajo la bandera de la ONU durante la guerra de 
Corea. Es esa la bandera que ondea hoy sobre las miles 
de tropas norteamericanas estacionadas en o cerca de la 
llamada zona desmilitarizada para mantener la forzada 
división de Corea en contra de la voluntad de la mayoría 
de su pueblo—en el norte y en el sur. 

De forma traicionera los gobiernos de Rusia y 
China votaron a favor de la resolución del Consejo de 
Seguridad de la ONU. De hecho, Beijing no perdió 

un minuto, y comenzó a revisar al día siguiente los 
vehículos de carga norcoreanos en la frontera. Ra-
diantes por su golpe diplomático, los gobernantes de 
Estados Unidos están organizando una campaña para 
forzar a otros gobiernos de la región a que pongan 
en efecto las onerosas prohibiciones comerciales y 
abiertas violaciones de la soberanía de la RPDC que 
ordenó el Consejo de Seguridad. 

“Como cuestión elemental de soberanía nacional, 
el pueblo trabajador en Estados Unidos y en otros 
países tiene un interés de clase fundamental de 
apoyar el derecho de la RPDC a la autodefensa”, 
explicó la declaración del Comité Nacional del PST 
la semana pasada.

Correctamente, también hizo un llamado a solidarizar-
se con la posición de la RPDC a favor de la desnucleariza-
ción de la Península de Corea, toda Asia y el Pacífico. 

Como explicó la declaración, los gobernantes 
imperialistas atacan con saña especial a quienes 
rehúsan someterse a sus dictámenes. Así como no 
olvidarán la derrota que les asestó el pueblo coreano 
en los años cincuenta, nunca han perdonado a los 
trabajadores y campesinos de Cuba por haber hecho 
la primera revolución socialista en las Américas.

“El pueblo cubano y su dirección comunista siguen 
representando un ejemplo de internacionalismo revo-
lucionario para los trabajadores de todo el mundo al 
vincular la defensa de su propia soberanía y las con-
quistas socialistas en su país al avance de las luchas 
populares en otros países,” declaró, señalando que la 
dirección comunista cubana ha rechazado desarrollar 
armas nucleares. “No las necesitamos”, dijo el presi-
dente cubano Fidel Castro en un discurso en 2005. “¿Y 
si fueran accesibles, cuánto costaría producirlas y qué 
hacemos con producir un arma nuclear frente a un 
enemigo que tiene miles de armas nucleares?”.

No se puede competir con el arsenal nuclear de 
Estados Unidos. Solo los avances revolucionarios 
de los trabajadores y revoluciones socialistas vic-
toriosas pueden detener su marcha rapaz hacia la 
guerra y producir un verdadero desarme nuclear. 
Una batalla exitosa de los trabajadores y agricul-
tores en Estados Unidos para quitarles el poder a 
los guerreristas será decisivo en  prevenir que los 
gobernantes imperialistas usen su arsenal nuclear 
en Asia o cualquier otro lugar en el mundo.  

Siguiendo esta línea de marcha debemos brindar 
nuestra solidaridad absoluta a nuestros hermanos y 
hermanas de Corea que dicen: ¡Levanten las sanciones! 
¡No a las “inspecciones” de cargamentos de Corea del 
norte! ¡Tropas y armas norteamericanas fuera del Pací-
fico! ¡Desnuclearizar la región! ¡Corea es una sola!

Viene de la portada

por clay dennison
BIRMINGHAM, Alabama—Continúan aumentan-

do las muertes de mineros en Estados Unidos durante 
el presente año. Cuarenta mineros han muerto en el 
trabajo desde el 1 de enero, la cantidad más alta en 
los últimos cinco años y casi el doble del número de 
mineros del carbón (22) que murieron el año pasado. 
Wilson Maxwell, un minero en la mina Oak Grove aquí, 
dijo que la alta cantidad de muertes es el producto de 
la “presión de las compañías para producir a cualquier 
costo mientras los precios del carbón estén altos”.

Joe Seay, un minero en la mina D&R Coal no. 2 
en el Condado de Knox, Kentucky, fue el 39 minero 
muerto este año cuando fue aplastado el 6 de octubre 
por un pedazo de roca de 6 pies de largo. Estaba tra-
bajando en un área de la mina donde la veta de carbón 
era solamente de 24 a 31 pulgadas de altura, menos de 
tres pies. En esta mina los mineros tienen que trabajar 
arrodillados. Seay tenía 56 años de edad y tenía más 
de 23 años de experiencia como minero.

Según los informes de prensa, la D&R Coal había 
sido multada 14 veces por inspectores de minas de 
Kentucky por varias violaciones de seguridad ocu-
rridas desde 2005 y otras 30 veces por la agencia 
federal, la Administración de Seguridad y Salud en 
las Minas (MSHA).

Jerry McKinney, un supervisor en la mina no. 7 de 
Jim Walters Resources en Brookwood, Alabama, fue la 
fatalidad más reciente, murió el 11 de octubre. McKin-
ney también murió a causa de un derrumbe de techo 
mientras inspeccionaba una porción de la mina que ya 
no estaba bajo producción. Según un minero de la mina 
Jim Walters, quien habló con el Militante y pidió que no 
se publicara su nombre para evitar posibles represalias 
por parte de la compañía, muchos de los mineros están 
desconcertados con la muerte del supervisor, porque 
ya habían pasado 24 horas cuando la compañía se dio 
cuenta de su desaparición. Obreros en la mina no. 7 
dijeron que no se organizó una búsqueda sino hasta 
que su esposa llamó a la mina para preguntar por él la 
mañana del jueves 12 de octubre.

El sindicato minero UMWA está participando en 
una investigación de la muerte de McKinney.

La MSHA también identificó al minero número 
38 muerto este año después de reclasificar la muerte 
por electrocución de Richard Cox el 4 de mayo en 
la mina Buchanan no. 1 de la Consol en Virginia. 
Cox tenía 40 años de edad y estaba trabajando en la 
superficie para un contratista de la mina.

Veintitrés mineros más han muerto en el trabajo 
este año en minas de metales y otras minas que no 
son de carbón, según la MSHA.
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Fotos del Militante por Argiris Malapanis

Izquierda: Blanca Roja y Ferboss Quintero en clínica manejada por médicos cubanos 
iniciada por campesinos en El Charcote. Derecha: Mauro Escalona, quien cultiva tierras 
aledañas tomadas de los Bulton, muestra certificado dado a campesinos graduados de un 
curso de cultivo de caña impartido por el agronomista cubano Santos Gómez (atrás). 

Viene de la portada
sur de San Carlos, la capital de Cojedes, 
uno de los estados de mayor producción 
agrícola del país.

Los Quinteros son una de las 800 
familias que ocuparon por siete años 
una gran parte del hato y que lucharon 
exitosamente para poder cultivar esas 
tierras. Hasta principios de 2005 el hato 
estaba manejado por Agroflora, conocida 
aquí como “la compañía inglesa” por ser 
propiedad de los Vesteys, una familia 
capitalista británica. El Grupo Vesteys 
es dueño de 14 hatos que ocupan 350 
mil hectáreas [1 hectárea = 2.47 acres] en 
este país y tiene inversiones similares en 
Argentina y Brasil.

El otoño pasado el gobierno dirigido 
por el presidente Hugo Chávez intervino 
en una disputa después que el gobernador 
de Cojedes, Jhonny Yánez, “intentó y fra-
casó en su intento de desalojarnos de las 
tierras para proteger los intereses de los 
terratenientes”, dijo Santiago Anzola, un 
campesino que cultiva en Puertas Negras, 
en la entrada a El Charcote.

“Chávez vino aquí, se reunió con 
Agroflora y después el gobierno compró 
el hato”, dijo Anzola. “Ahora la tierra le 
pertenece al estado y Yánez no puede 
desalojarnos. Pero él y sus amigos lati-
fundistas no nos hacen la vida fácil”.

Los desafíos que enfrentan los cam-
pesinos aquí son similares a los que 
confrontan en otros lugares del país. En el 
2001 el gobierno adoptó la Ley de Tierras 
y Desarrollo Agrario, la cual permite a 
campesinos que estén cultivando tierras 
ociosas o que previamente estaban poco 
productivas tratar de obtener títulos 
legales de propiedad. Desde que ésta 
ley fue aprobada, los campesinos han 
intensificado su lucha por la tierra. En 
muchos casos han establecido su derecho 
a mantener la tierra y seguir producien-
do y algunas veces hasta han ganado 
títulos de propiedad. Pero sus esfuerzos 
muchas veces han sido frustrados por 
grandes agricultores, rancheros y otros 
latifundistas. Para lograr sus objetivos 
estos capitalistas han usado las cortes, 
bandas de matones y apoyo de políticos 
capitalistas, incluso un número creciente 
de ellos dentro del partido gobernante del 
Movimiento V República, como Yánez.

Patrones nacionales
Según un comunicado de prensa del 

Ministerio de Agricultura del 25 de abril, 
desde el 2001 “se han recuperado del 
latifundio unas 3 millones de hectáreas, 
pero que aún falta por rescatar otras 10 
millones de estas”. La misma fuente 
afirmó que la producción de alimentos 
a nivel nacional aumentó de 7 millones 
de toneladas en 1999 a 19 millones en 
2005.

Los funcionarios del gobierno insisten 
que la tierra no está siendo expropiada, 
sino “rescatada” de los latifundistas que 
la obtuvieron ilícitamente, enfatizando 
que la constitución actual protege la 
propiedad privada.

Los terrenos cultivados en Venezuela 
aumentaron de 700 mil hectáreas en 1998, 
cuando Chávez llegó al gobierno, a unos 
2 millones actualmente, dijo a la prensa 
el 3 de octubre José Agustín Campos, 
presidente de la Confederación Nacional 
de Ganaderos y Agricultores (Confagan). 
Confagan es una organización pro-gu-
bernamental.

A pesar de éstos avances, la reforma 
agraria apenas ha hecho una abolladura 
en la distribución de la propiedad de la 
tierra en Venezuela o en la dependencia 
del país a la importación de alimentos. 
Según cálculos del gobierno hechos el 

año pasado, Venezuela importa el 60 por 
ciento de sus alimentos, principalmente 
de Brasil, Canadá y Estados Unidos. 
Entretanto, aproximadamente el 5 por 
ciento de la población es dueña del 75 
por ciento de la tierra cultivable, mucha 
de la cual está ociosa. El aumento cons-
tante en los precios de alimentos, en un 
19 por ciento desde enero, es el principal 
contribuyente a la inflación, la cual este 
año se ha mantenido en un promedio de 
12.5 por ciento.

Muchos de los campesinos entrevista-
dos por El Militante dijeron que la lucha 
por la tierra no es solamente para garanti-
zar una vida decorosa para sus familias, si 
no también para lograr la autosuficiencia 
de alimentos en Venezuela y con precios 
de mercado asequibles para todos.

Como lo expresó Ana Julia Quinte-
ro, “nuestra meta no es solo sobrevivir 
sino también producir alimentos para 
el país”.

Hasta hoy, mas de 150 mil familias 
campesinas han obtenido los títulos 
de sus tierras, dijo Freddy Zapata del 
Instituto Nacional de Tierras, en una en-
trevista del 6 de octubre en Caracas. Pero 
la mayoría de los trabajadores rurales, 
unos 3 millones o el 13 por ciento de una 
población de 24 millones, continúan sin 
acceso a tierra.

Logros en El Charcote, otras granjas
En enero de 2005, Yánez envió tropas 

de la Guardia Nacional a escoltar a ins-
pectores que fueron a El Charcote para 
determinar si los Vesteys tenían título 
legal del rancho. El tomó esta acción lue-
go que el presidente Chávez emitiera un 
decreto titulado “Guerra contra latifun-
dios”. Los inspectores determinaron que 
Agroflora no pudo comprobar tener título 
legal sobre casi la mitad del hato y de-
clararon esas 6 mil hectáreas propiedad 
estatal. Yánez prometió títulos de tierras 
a los campesinos que estaban cultivando 
esas tierras y trató de desalojar al resto de 
ellos, consiguiéndolo temporalmente.

“Pero resistimos y regresamos, y luego 
el gobierno nacional nos ayudó”, dijo el 
campesino Pablo Villamizar. Durante el 
conflicto “los campovolantes mataron a 
un campesino y desaparecieron a otros 
tres”, dijo Villamizar.

Los campesinos se apuntaron una 
victoria similar en una propiedad de 23 
mil hectáreas, a unas ocho kilómetros al 
norte de El Charcote, propiedad de los 
Bultons, una familia venezolana capi-
talista. Después de varios infructuosos 
intentos durante siete años para ocupar 
parte de los terrenos ociosos, que le costó 
la vida a tres campesinos, 600 familias 
parceleras han empezado a cultivar 20 
hectáreas cada una, dijo Egidio Chávez 
uno de los campesinos ahí.

“Estamos aquí para quedarnos,” dijo 
Chávez, vicepresidente del comité de 
tierras que organizó la ocupación, al Mi-
litante el 7 de octubre. “Hace dos meses 
el gobierno llegó a un acuerdo con los 
Bultons, donde les compró 13 mil hec-
táreas del terreno. Esperamos las cartas 
agrarias pronto”.

Los campesinos en El Charcote descri-
bieron más logros. Blanca Roja ha impar-
tido cursos de alfabetización durante año 
y medio en su vivienda como parte de la 
Misión Robinson, el programa que el año 
pasado llevó a Venezuela a declararse un 
país libre del analfabetismo. “Utilizamos 
la televisión para mostrar videos que 
nos mandó Cuba”, afirmó. Su televisor 
funciona con un pequeño generador que 
compró para las clases, convirtiendo a su 
hogar en el único que tiene electricidad 
en El Charcote.

Doris Freite y Evaristo Marufo ambos 
con unos 20 años de edad, son unos de 
los campesinos más jóvenes aquí. “No 
podríamos alimentar a nuestros dos hijos 
sin la ayuda de la Misión Vuelvan Caras”, 
dijo Marufo, “que llega a 362 mil bolíva-
res para las mujeres y 180 mil para los 
hombres cada mes” [1 dólar = 2 350 bolí-
vares]. Vuelvan Caras es un programa del 
gobierno que ofrece entrenamiento para 
empleos, incluso en la agricultura. Los 
participantes deben asistir diariamente a 
clases sobre técnicas agrícolas, y reciben 
compensación por el tiempo de trabajo 
perdido, dijo Marufo.

Freite dijo que el problema es que los 
organizadores del programa intentan 
obligar a las familias participantes a unir-
se a una cooperativa administrada por el 
gobierno llamada “Fondo Zamorano”, o 
sino dicen que uno tiene que abandonar 
el hato al final de las clases. “Nosotros 
no estamos de acuerdo con eso”, dijo ella. 

“Hemos pedido más explicación. Por lo 
que entendemos, con el Fondo Zamo-
rano, nosotros recibiríamos un ingreso 
mensual fijo del salario mínimo o menos, 
y nosotros no podríamos decidir qué co-
sechas producir ni cómo venderlas. Eso 
es lo que teníamos con los ingleses”.

Otros campesinos como Eduardo Her-
nández dijeron que intentos similares en 
otros estados han resultado en desastre 
e insistió que esto no pasará en El Char-
cote. “Conseguiremos cartas agrarias 
individuales y formaremos cooperativas 
voluntariamente”, dijo.

Agrónomos cubanos
“El símbolo de nuestra victoria es la 

casona de los ingleses que ahora está 
abierta al público,” dijo Ferboss Quintero, 
quien también es miembro de un consejo 
comunal de cinco personas, elegido 
recientemente por una asamblea de los 
residentes de El Charcote. Esta es una 
mansión, completa con computadoras, 
servicio de internet y una piscina, situada 
en una colina con vista al hato. Agroflora 
usaba la casa como un centro para sus 
operaciones de vigilancia. “Ahora nos 
pertenece a todos”, dijo Quintero.

La asamblea de los campesinos decidió 
utilizar parte de la casa para una pequeña 
clínica, que abre ahora los jueves y la 
atiende un médico cubano quien viene 
desde el pueblo más cercano. “Espera-
mos tener un doctor fijo pronto”, dijo 
Quintero. Unos 20 mil médicos cubanos 
están en Venezuela como voluntarios 
como parte del programa Barrio Adentro 
que ha traído atención médica gratuita 
de calidad a trabajadores y campesinos 
que antes no tenían acceso a servicios 
médicos.

Quintero presentó a los 11 cubanos 
que ahora residen en la casa a los repor-

teros del Militante. “Nueve de nosotros 
somos agrónomos y dos son veterinarios”, 
dijo Rosa Bejerano, también agrónoma. 

“Llegamos aquí hace dos meses. Hemos 
estado estudiando la tierra y las cosechas 
para asesorar a los campesinos”.

El personal cubano pronto será reubi-
cado, ya que la mayor parte de la casa 
será utilizada para una escuela primaria, 
dijo Alcida Córdoba, otra miembro del 
consejo comunal de El Charcote.

El número de especialistas agrícolas 
cubanos en el área ha aumentado este 
año, dijo Freddy Díaz, presidente del 
comité de tierras de una granja cercana 
tomada de los Bultons. El nos presentó 
a Santos Gómez, un agrónomo cubano 
quien enseña técnicas de cultivo de caña 
de azúcar a los campesinos ahí.

“Hemos logrado algunas cosas”, dijo 
Ferboss Quintero. “Pero nos falta mucho 
aún. Necesitamos cartas agrarias, crédito, 
maquinaria, electricidad, transporte y 
buenas viviendas. Tenemos más confian-
za para luchar por todo esto”.

Ana Julia Quintero dijo que los cam-
pesinos ahora están pidiendo que se esta-
blezca un centro de acopio donde puedan 
traer sus cosechas y los representantes 
de Mercal, una cadena del gobierno que 
vende alimentos a mitad de los precios del 
mercado, pueda comprar los productos.

Revés en la Yauquera
Otros en el área han sufrido reveses. 

En la Yauquera, un área de 25 mil hec-
táreas cerca de El Charcote adjudicada 
a los campesinos por un juez en 2004, 
los latifundistas han apelado y conse-
guido atar a los campesinos en trámites 
burocráticos.

“El año pasado suspendimos la 
ocupación que empezamos en 2004 
después que los campovolantes de los 
terratenientes mataron a dos personas 
en nuestro campamento”, dijo Jubir 
Yauca, miembro de una familia indí-
gena que tiene el título de propiedad 
de estas tierras y que las entregó a 
cooperativas campesinas. Según el 
Ministerio de Agricultura, más de 150 
dirigentes campesinos han sido asesi-
nados por estos matones desde 2001.

“La política del gobierno que no deben 
haber nuevas ‘invasiones’ de tierras han 
sido utilizadas por alguna gente miedosa 
entre nosotros para argumentar que nos 
van a llamar invasores si retomamos la 
granja que según el juez nos pertenece”, 
dijo Angel Sarmiento, un campesino 
que ha estado involucrado en esta lucha. 

“Pero nosotros no somos los invasores. 
Los latifundistas les quitaron las tierras 
a los Yaucas”.

“Los terratenientes esperan que nos 
cansemos y abandonemos la lucha”, dijo 
Yauca. “Pero no nos rendiremos”.


	41p12s
	41p11s
	41p10s

